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           PEREIRA – RISARALDA

            SALA CIVIL – FAMILIA

TRIBUNAL SUPERIOR DEL DISTRITO JUDICIAL

        SALA CIVIL – FAMILIA

Magistrado Ponente:
Fernán Camilo Valencia López
Pereira, tres de agosto de dos mil nueve
Acta No 357.
A las diez de la mañana del día de hoy, hora y fecha señaladas para celebrar la audiencia de que trata el artículo 434-3 del Código de Procedimiento Civil, en este proceso verbal de divorcio de matrimonio católico promovido por Sandra Milena Ladino Ramírez en contra de Alexander Castaño Estrada, los Magistrados Fernán Camilo Valencia López, Claudia María Arcila Ríos y Gonzalo Flórez Moreno que integran esta Sala Civil - Familia del Tribunal, en asocio de la Secretaria de la misma, declaran abierto el acto público.  Como la etapa de alegaciones transcurre en silencio ante la ausencia de los representantes judiciales de las partes, se procede a resolver de mérito el grado jurisdiccional de consulta ordenado respecto de la sentencia que el pasado 9 de junio profirió el Juzgado de Familia de Dosquebradas, de acuerdo con el proyecto de sentencia presentado por el Magistrado Ponente, que fue discutido y aprobado en sesión de que da cuenta el acta de la referencia.
ANTECEDENTES

En demanda presentada el 29 de octubre de 2008 solicitó la actora por medio de apoderado judicial decretar la “cesación de los efectos civiles del matrimonio religioso” que contrajo con el demandado; declarar disuelta la sociedad conyugal existente; disponer que “cada cónyuge atienda en forma separada sus obligaciones alimentarias, sin que el uno deba alimentos al otro”; ordenar la inscripción de la sentencia en los respectivos folios del registro civil y condenar en costas al demandado.
Como fundamento de estas pretensiones se expuso que las partes contrajeron nupcias por el ritual canónico el 17 de mayo de 1997 en la Parroquia de Nuestra Señora de Guadalupe de Dosquebradas; que de la unión no hubo descendencia y que a la fecha demandante y demandado llevan más de ocho años separados de cuerpos de hecho.
Por auto de 31 de octubre de 2008 se admitió la demanda y el 1 de diciembre del mismo año se dispuso el emplazamiento del accionado con sujeción a lo previsto por el artículo 318 del Código de Procedimiento Civil. Como el citado no atendió el llamamiento edictal, se le designó un curador ad-litem que aceptó los hechos probados documentalmente y dijo atenerse a lo que resultara probado en el proceso y oponerse a la condena en costas de su representado por motivo de  “que no existe prueba de que… haya dado origen a la demanda de divorcio”.
En desarrollo de la audiencia ordenada por el artículo 430 ibídem se ordenaron las pruebas pedidas en la demanda y así se practicaron con excepción de los testimonios de Luz Stella Orozco Ocampo y Dora Liliana Londoño Gómez; se agotó la etapa de alegaciones y se dictó sentencia estimatoria de la pretensión divorcista.
Como en estos términos la decisión resultó adversa al demandado, quien estuvo ausente del proceso y representado por curador ad litem, se ordenó su consulta, la que ahora, desprovisto el proceso de vicios que pudieren invalidarlo total o parcialmente, se resuelve con apoyo en estas

CONSIDERACIONES

Primeramente se advierte que Sandra Milena Londoño Ramírez y Alexander Castaño Estrada, por su condición de cónyuges entre sí, calidad que acredita el registro civil de matrimonio que obra a folio 6 del cuaderno principal, están legitimados para enfrentarse en un proceso de esta naturaleza.  Y como los presupuestos procesales se advierten reunidos y no se avizora la presencia de nulidad que pudiera invalidar la actuación, procede resolver de mérito como se anunció.

El divorcio de matrimonio católico contraído entre ellos lo ha impetrado la actora con fundamento en la causal 8° que prevé el artículo 6° de la ley 25 de 1992, que modificó el 154 del Código Civil: “La separación de cuerpos, judicial o de hecho, que haya perdurado por más de dos años”.  

Y para probar los supuestos de hecho correspondientes, trajo al expediente las declaraciones de Oscar Eduardo Grisales Martínez y Luis Enrique Agudelo, los cuales dieron un testimonio similar. El señor Grisales Martínez dijo conocer a la demandante hace 13 años y que a “Alex lo veía cuando era novio de Sandra, convivieron bien por ahí un año y medio, hasta donde yo tengo entendido tuvieron un problema, él se fue y la dejó, después al tiempo volvieron a hablar y tengo entendido que se consiguió otra mujer y me dijeron que tenía dos hijos… de Alexander no volví a saber nada desde que terminó con Sandra… de eso hace ya como 9 años”, y cuando el a-quo lo instó para que explicara la manera como conoció los hechos, simplemente mencionó: “Ellos terminaron porque él tuvo un problema con la ley (sic), ella le sirvió mucho, no lo dejó solo y cuando salió de allá el viajó y ahí fue donde él se consiguió la otra señora, allá el (sic) viajó y se la consiguió, me consta porque me lo contaron”; dicho del cual se colige, distinto a lo considerado en primera instancia, que el deponente no ha conocido directamente la situación que intenta acreditar ni puede dar razonada cuenta de una separación entre los cónyuges por más del bienio exigido legalmente.
En cuanto hace con el otro testigo ha de decirse que aunque adujo conocer a la accionante “desde recién nacida”, igual que el anterior ha conocido los hechos porque se los han contado, pues en lo que al alejamiento de los esposos respecta dijo: “debido a problemas se separaron no hubo familia sólo nos comenta la familia de Sandra que Alexander tiene por ahí otra amiguita y que tiene dos hijos”; que el “tiempo de casamiento… está por ahí en unos 11 ó 12 año y separados desde hace unos 7 ó (sic) 8 años”, y al preguntarle el a-quo si sabe en qué país se encuentra la accionante dijo: “Me ha dicho la familia que Sandra está en España, no le calculo el tiempo y también por comentario de la familia de Sandra se que él también está por allá”.  Atestaciones que contrario a lo expuesto por el a-quo carecen de eficacia probatoria al no haberse acatado con suficiencia la regla 3ª del artículo 228 del Código de Procedimiento Civil que exige al juez especial empeñó para que el testimonio sea exacto y completo.
En circunstancias como aquellas de que da cuenta este proceso, cuando los declarantes no pueden dar fe cierta, completa y directa de la real ocurrencia de los hechos alegados en la demanda, sino que dicen conocerlos porque integrantes de la familia de la accionante se los han contado, resulta innegable que su poder de convicción se resiente, al punto de que en ausencia de otros elementos de juicio que respalden las alegaciones del libelo, las pretensiones planteadas se destinan al fracaso. Lo anterior se afirma porque el valor probatorio de un testimonio no  se deriva exclusivamente de que sus dichos respalden sin más los hechos que fundan las pretensiones y que una determinada norma prevé como presupuesto para acceder a una declaración judicial. Es indispensable analizar si se cumplen los requisitos que la doctrina ha señalado para su idoneidad, siendo uno de ellos que la declaración contenga la llamada razón del dicho, aspecto sobre el cual el profesor Devis Echandía expone en su obra “Teoría General de la Prueba Judicial”:

“Se trata de las circunstancias de tiempo, modo y lugar que hagan verosímil el conocimiento de los hechos por el testigo y la ocurrencia del mismo hecho.

“Para la eficacia probatoria de dos o más testimonios, no basta que haya acuerdo en la manifestación de ser cierto o de que les consta el hecho objeto del interrogatorio,  o de su exposición espontánea, sino que es indispensable que todos expliquen cuándo, en qué lugar y de qué manera ocurrió el hecho y que haya también acuerdo en sus deposiciones sobre esas tres circunstancias, y, además, que expliquen cómo y por qué lo conocieron”.  (Tomo II.  5ª edición.  1981, pág. 122.)
Además, sobresale por las expresiones de los declarantes citados que se está ante típicas atestaciones de oídas, sobre las cuales ya la doctrina y la jurisprudencia han llamado la atención por lo precario del valor que puede abonárseles, especialmente cuando solamente hacen eco de lo que la propia parte interesada o sus inmediatos allegados se han encargado de decir a los declarantes, lo que de aceptarse, equivaldría a facultar en el fondo a que los contendientes fabriquen a su amaño las pruebas, lo que repugna a una apreciación de las mismas fundada en el equilibrio y la imparcialidad. En suma, la demandante no satisfizo la carga que al respecto le incumbía, y en consecuencia, habrá de revocarse la sentencia consultada puesto que no se comparte el criterio de valoración seguido por el a-quo. 
No aparecen causadas costas en el trámite del grado jurisdiccional.

A mérito de lo expuesto, el Tribunal Superior del Distrito Judicial de Pereira, en Sala Civil – Familia, administrando justicia en nombre de la República de Colombia y por autoridad de la ley,  REVOCA la sentencia dictada el 9 de junio de 2009 en este proceso por el Juzgado de Familia de Dosquebradas y en su lugar DENIEGA las pretensiones del libelo.

Sin costas.

La decisión se notifica en estrados, y como no es otro el objeto de la diligencia, la audiencia se declara cerrada y la presente acta es leída, aprobada y firmada por los que en ella intervinieron.

Los Magistrados,

Fernán Camilo Valencia López
Claudia María Arcila Ríos


  Gonzalo Flórez Moreno

La Secretaria,

María Clemencia Correa Martínez
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